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INFORMACIÓN DE OPERACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 31-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA 
APLICACIÓN DE DICHO PRECEPTO Y LAS REGLAS FISCALES RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN 
PREVISTA EN ÉL. 

  

De la exposición de motivos del proceso legislativo que culminó con la adición del precepto aludido mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013, así como de las reglas fiscales relacionadas 
con ese numeral, y atento al artículo 128 de la Ley de Amparo, se concluye que no procede conceder la suspensión 
contra la aplicación del artículo 31-A y las reglas aludidas, al contravenirse disposiciones de orden público y afectarse el 
interés social, ya que la obligación impuesta a los contribuyentes, consistente en enviar mensualmente su información 
contable sobre operaciones relevantes por la forma oficial que aprueben las autoridades hacendarias, es decir, a través 
de la forma oficial 76 en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, si bien no constituye en sí mismo 
el ejercicio de las facultades de comprobación, trasciende al ejercicio de éstas, de manera que al permitir que los 
contribuyentes, aun de modo provisional, no presenten su información relevante mediante las formas establecidas para 
ello, obstaculizaría, retrasaría o dificultaría el ejercicio de la revisión correspondiente, la cual es necesaria para verificar el 
cumplimiento de las disposiciones fiscales y, en su caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así 
como para comprobar la comisión de delitos fiscales y proporcionar información a otras autoridades fiscales, que 
incumben al interés de la sociedad; además, de concederse la suspensión para que no se cumpla con las obligaciones 



derivadas del precepto legal y las reglas de que se trata, se causaría un mayor perjuicio al interés social y se 
contravendrían disposiciones de orden público, en comparación con el perjuicio que se pudiera causar a la quejosa, pues 
la obligación impuesta persigue un mayor control en el ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades y 
no consiste únicamente en la remisión de información a través de una vía electrónica, sino que también incide en la 
selección de información de operaciones que la autoridad considera relevantes y que requiere para su análisis en el 
ejercicio de sus facultades. 

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 78/2015. Entre las sustentadas por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, el Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito. 13 de mayo de 2015. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Juan N. Silva Meza y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 44/2015, y el diverso sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 60/2015. 

Tesis de jurisprudencia 78/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintisiete de mayo de dos mil quince.  

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de septiembre de 2015, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

 


